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CUBIERTA: TRABAJADORES DE TEXTILES EN CALIFORNIA PROTESTAN LA DECISIÓN DE SU EMPLEADOR DE CERRAR SU PLANTA Y TRASLADAR LAS OPERACIONES A MÉXICO..
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Introducción
Hace veinte años, Canadá, México y Estados Unido fir-
maron el Tratado de Libre Comercio de América del Norte 
(TLCAN). Al firmar el proyecto de ley que implementa al 
TLCAN, el Presidente Clinton declaró: “Creo que hemos 
tomado ahora una decisión que nos permitirá crear un 
orden económico en el mundo que promoverá más cre-
cimiento, más igualdad, mejor preservación del medio 
ambiente y una mayor posibilidad de paz en el mundo.”1 
Desafortunadamente, el resultado perdurable del TLCAN 
ha sido simplemente lo opuesto en los tres países: sueldos 
estancados, desigualdad en aumento y protección social 
debilitada.2 

Los acuerdos comerciales deben de estimular el desarrollo 
para que este sea inclusivo y sostenible al crear oportuni-
dades de empleo de alta calidad, incrementando el acceso 
equitativo a los recursos y mejorando las normas ambi-
entales y laborales. Cuando el candidato Barack Obama 
estaba en campaña en el 2007, reconoció que el TLCAN 
era un error, indicando que era “devastador.”3 Obama 
prometió cambiar la política comercial de Estados Unidos 
para beneficiar a los trabajadores y las comunidades. Sin 
embargo, desde que tomó posesión, en lugar de eso, su 
gobierno se ha embarcado en negociaciones que apli-
carán el modelo del TLCAN a mayor escala.

El Modelo TLCAN
El TLCAN fue una desviación de los tradicionales acuerdos 
comerciales, que se enfocaban en reducir los aranceles 
y cuotas de importación.4 Los aranceles en América del 
Norte ya eran muy bajos cuando se estaba negociando el 
TLCAN5 y mientras el acuerdo reducía aún más o elim-
inaba los aranceles y cuotas, la mayor parte del acuerdo 
se enfocaba en crear privilegios y protecciones para los 
inversionistas. El lenguaje fue más allá al requerir que a 
los negocios nacionales e internacionales se les otorgara 
trato igualitario, aun cuando esa estipulación en si tiene 
efectos profundos en cuanto a la capacidad del gobierno 
para promover economías locales y al apoyar un desarrollo 
innovador. El TLCAN le proporciona a los inversionistas 
tales garantías tan amplias como el derecho a un “trato 
justo y equitativo y completa protección y seguridad”6 
de acuerdo con la ley internacional, requiere que los 
estados compensen a los inversionistas al nacionalizar o 
expropiar “directa o indirectamente “una inversión o al 
tomar cualquier acción “equivalente a la nacionalización 
o expropiación.”7 El mecanismo de implementación para 
estos derechos, conocidos como Arreglo de Controversias 

Inversionista—Estado (por sus siglas en inglés ISDS), le 
permite al inversionista el desafiar directamente las regula-
ciones del gobierno, que interfieran con ganancias reales o 
potenciales ante paneles de expertos internacionales que 
son inexplicables al público.

El acuerdo limita cuándo y cómo los gobiernos pueden 
regular mediante la apertura de medidas nacionales al 
desafío supranacional. El TLCAN requiere que los Estados 
adopten protecciones rigurosas para la propiedad intelec-
tual, establece un conjunto de normas que rigen el comer-
cio y que incluye la no discriminación y derecho al acceso, 
restringe requerimientos que el gobierno puede colocar 
sobre contratos de adquisición.

Esta agenda tan ambiciosa afecta una multitud de cues-
tiones que normalmente se dejan al proceso democrático 
nacional, incluyendo seguridad alimenticia, patentes y 
derechos de autor, uso de la tierra, recursos naturales, licen-
cias profesionales, contratos gubernamentales y regulacio-
nes del sector servicio en tales áreas como sector salud, 
servicios financieros, energía y telecomunicaciones.8

También fue el TLCAN el primer acuerdo comercial que 
consideró temas ambientales y laborales, en dos acuerdos 
conjuntos por separado.9 A diferencia de los procedimien-
tos que protegen los derechos de los inversionistas, los 
procedimientos para quejarse de alguna violación a las 
normas laborales o ambientales son excesivamente lentos 
y torpes y no proporcionan posibilidad alguna razonable 
para aplicar sanciones impuestas por incumplimiento. 
Mientras que las quejas se han utilizado para obtener un 
escrutinio en aumento a violaciones y en particular, estas 
estipulaciones tan débiles no protegen de manera signifi-
cativa los derechos laborales fundamentales o del medio 
ambiente.

Los acuerdos estilo TLCAN facilitan altos volúmenes de 
comercio, pero no contienen medida alguna para asegu-
rar que el incremento de flujo de comercio será recíproco 
o que las ganancias serán ampliamente compartidas. 
Muchas de las estipulaciones de manera activa dañan o 
deterioran las políticas sociales que fomentarían el desar-
rollo equitativo. Aún cuando ha habido modificaciones al 
lenguaje usado en acuerdos posteriores, la arquitectura 
fundamental que promueve los amplios derechos de los 
inversionistas y restricciones a la autonomía regulatoria 
permanecen igual.
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En general, los acuerdos estilo TLCAN han probado ser 
principalmente un vehículo para incrementar las ganan-
cias corporativas a expensas de trabajadores, consumi-
dores, agricultores, comunidades, el medio ambiente y 
hasta la misma democracia.

Las próximas negociaciones son una gran oportunidad para 
asegurar que los beneficios del comercio sean compartidos 
con toda la sociedad. Se requiere de un nuevo enfoque.12 
A veinte años del modelo del TLCAN, nos demuestra que 
la actual política de comercio estadounidense no crea 
empleos de calidad, ni mejora la movilidad social, ni mejora 
de manera efectiva la protección laboral o ambiental.

Lecciones a  
20 Años del TLCAN
Estos acuerdos no crean empleos de 
calidad o incrementan los salarios.
Aun cuando el volumen total de comercio con América del 
Norte se ha incrementado y las ganancias corporativas se 
han disparado al cielo, los salarios han permanecido estanca-
dos en los tres países.13 La productividad se ha incrementado 
pero las ganancias de los trabajadores han disminuido sin 
cesar14 junto con las tasas de sindicalización.15

La Arquitectura de desregulación del TLCAN, aunada a 
las protecciones de los inversionistas permite a las com-
pañías mover componentes intensivos de sus operacio-
nes a lugares en donde hay regulaciones débiles y una 
aplicación de la ley laxa. Esto exacerba los incentivos 
para que las autoridades, locales, estatales y federa-
les mantengan de manera artificial los costos de mano 
de obra, al ignorar de manera activa y al interferir con 
dichos derechos fundamentales como son: el derecho a 
organizarse bajo un sindicato, ir a la huelga y estar libres 
de discriminación. Esta dinámica socava los esfuerzos 
de organización y negociación aún en aquellas áreas en 
donde hay leyes laborales relativamente robustas.16 Hoy 
es común para los empleadores amenazar diciendo que 
se van al sur—ya sea a Carolina del Sur o a Tijuana—si es 
que los trabajadores no están de acuerdo con los recortes 
en los salarios y beneficios.17 Mientras que las proteccio-
nes a los inversionistas del TLCAN proporcionan negocios 

Actualmente, los Estados Unidos está 
negociando un acuerdo comercial que se 
conoce como el TPPA Acuerdo de Asociación 
Transpacífico. El TPPA incluye una creciente 
lista de países: Pacífico, Canadá y México.10 
Las negociaciones se están llevando a cabo 
en secreto, pero debido a la información tan 
limitada que se ha fugado o permeado a la 
prensa 11, el TPPA se basará fuertemente en el 
modelo del TLCAN.

0

10

20

30

40

50

1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012

Canadá

México

Estados Unidos

Densidad de Sindicatos

“Hace 20 años, a los habitantes de Estados Unidos, México y Canadá se les prometió un acuerdo 
comercial que crearía empleos, sacaría a México de la pobreza y contendría la inmigración ilegal. Pero 
en lugar de eso obtuvieron un acuerdo comercial que benefició a las transnacionales a costa de los 
trabajadores, lo que llevo a mayor desigualdad y menor poder de negociación de los trabajadores. 
Los sueldos de los trabajadores se han estancado en los tres países y las familias luchan para pagar 
cuidados de la salud, educación, vivienda y retiro. Necesitamos acuerdos que fortalezcan los derechos 
de los trabajadores, construyan comunidades más fuertes y protejan el medio ambiente en América y 
en el mundo entero.”

—Richard L. Trumka, Presidente AFL-CIO

Las tasas de sindicalización han disminuido en los 
tres países.

Fuente: Organización para el Desarrollo y Cooperación 
Económica.
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a empresas extranjeras con derechos legales únicos, que 
no están disponibles a otros actores económicos, que 
proporcionan un apalancamiento adicional para debilitar 
los esquemas regulatorios.

El TLCAN causó un enorme cambio demográfico relacio-
nado con el empleo tanto dentro como entre los países. 
En México las importaciones agrícolas subvencionadas 
procedentes de Estados Unidos provocó una migración sin 
precedente.18 El país perdió un millón de puestos de trabajo 
en el sector maíz entre 1991 y 200019 y un millón adicional 
en el sector agrícola en su totalidad.20 Esto llevó a olas 
de migración desesperadas de las zonas rurales, hacia el 
sector industrial en el norte y a lo largo de la frontera hacia 
Estados Unidos y Canadá. Los partidarios afirmaron que 
el TLCAN reduciría la inmigración hacia Estados Unidos. 
En cambio los flujos de inmigración ilegal desde México 
se duplicaron después de que el acuerdo entró en vigor,21 
nivelando el capital internacional, pero no se hizo nada 
para abordar las políticas defectuosas de la inmigración. 

Esto creó un gran número de trabajadores vulnerables que 
están dispuestos a aceptar bajos salarios, lo cual incre-
menta la presión de sueldos a la baja.22
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Memberesia Sindical
En Estados Unidos y Canadá el acuerdo dio lugar a des-
plazamientos masivos en los sectores competitivos de 
importación, particularmente en la manufactura. En Esta-
dos Unidos se estima que se desplazaron 682,900 empleos 
al sur de la frontera hacia México.23 Más de un tercio de 
las personas desplazadas en la manufactura abandonaron 
la fuerza laboral en su totalidad. Los trabajadores que 
lograron encontrar un empleo alternativo terminaron de 
manera abrumadora en sectores como el de comida rápida 
y venta al menudeo, en donde se pagan salarios más 
bajos y se ofrecen menos beneficios. Para aquellos que 
encontraron trabajo el salario promedio se redujo del 11% 
al 13%.24 Este cambio causó profundas perdidas durad-
eras a lo largo de toda la economía.25 La caída de empleos 
estables con altos salarios tiene efectos negativos, no solo 
en los individuos y las familias pero en las comunidades en 
donde este tipo de empleos les apoya, incluyendo los gobi-

En los Estados Unidos de Norteamérica, la afilliación 
sindical y los ingresos de la clase media han caído con-
juntamente.

Cifra original por David Madland, Karla Walters y Nick Bunker. Fuente: 
Tasa de afiliación sindical de Barry T. Hirsch, David A. Macpherson y 
Wayne G. Vroman. “Estimaciones de la densidad sindical por estado,” 
Monthly Labor Review, Vol. 124, No. 7, julio 2001. La participación de 
la clase media sobre el ingreso total proviene de la Oficiina de Censos 
de los Estados Unidos de Norteamérica.
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Los hogares de los mexicanos desplazados trabajando 
en las maquiladoras de Monterrey, México.
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dad los acuerdos tipo TLCAN han fracasado en la promo-
ción de empleos28 y sin duda han fallado en proporcionar 
empleos de calidad.

El TLCAN ha contribuido a la creciente 
desigualdad en toda América del Norte.
Si bien no es atribuible al TLCAN por sí solo, el acuerdo 
contribuyó a obtener grandes tendencias políticas para 
favorecer a corporaciones y políticos ricos, esas tenden-
cias fomentaron la creciente desigualdad de ingresos. Esta 
tendencia es especialmente dramática en Estados Unidos 
que cuenta con la mayor tasa de desigualdad de cualquier 
nación industrializada. El principal 10% de preceptores de 
ingresos ahora llevan a su casa cerca de la mitad del ingreso 
del país.29 Sin embargo a sus vecinos no les va mejor “el índice 
de desigualdad de ingresos en México sigue siendo una de las 
más altas del mundo,” con el 20% de los más ricos llevándose 
a los bolsillos la mitad del ingreso del país y solo el 5% está 
destinado al 20% de los más pobres.30 La desigualdad también 
está creciendo en Canadá ocurriendo la mayor alza entre 1994, 
cuando el TLCAN entró en vigor y en la década del 2000. Entre 

“NAFTA hasn’t delivered the promised 
prosperity for Canadian workers. The average 
worker has fallen behind, with incomes growing 
just 0.96% a year since NAFTA was signed, half 
the rate of the growth in Canada’s GDP.”

—Ken Georgetti, President,  
Canadian Labour Congress
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ernos municipales que dependen de los negocios locales 
para proporcionar una base de ingresos suficientes para 
mantener servicios de calidad como: educación, parques, 
bibliotecas y servicios de salud.26 ￼  

El TLCAN se vendió al público americano como “empleos, 
empleos estadounidenses y bien remunerados.”27 En reali-

“El TLCAN no ha cumplido con la promesa de 
prosperidad a los trabajadores canadienses. 
El trabajador promedio ha quedado rezagado, 
desde que se firmó el TLCAN, es decir, la mitad 
de la tasa de crecimiento de PIB en Canadá.”

—Ken Georgetti, Presidente
Congreso del Trabajo de Canadá
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1998 y 2007 un tercio de todo el crecimiento en ingresos 
fue destinado al 1%.31 Sociedades con alta desigualdad 
reducen la pobreza con menos eficacia y tiene tasa de 
crecimiento más lentas.32 El TLCAN no ha garantizado el tipo 
de distribución social necesaria para lograr un crecimiento 
económico sostenible.

Los acuerdos comerciales aumentan en 
general el volumen de comercio, pero no 
necesariamente mejoran el crecimiento 
económico y fomentan el desarrollo. 
Mientras que el volumen de comercio global ha aumen-
tado, la tasa de crecimiento económico ha sido lenta. En 
Estados Unidos el crecimiento de las exportaciones hacia 
México y Canadá se redujo con relación a los 10 años 
anteriores del TLCAN. El déficit comercial de Estados 
Unidos con Canadá y México ha crecido de manera con-
stante, paralizando las industrias nacionales y contribuy-

“Los impactos del TLCAN han sido la 
destrucción del poder adquisitivo de los 
trabajadores y la pérdida de las prestaciones y 
de la calidad del empleo en México, muy pocos 
han sido los beneficiados de este tratado y no 
se ha traducido en ningún beneficio para la 
mayoría de la población.” 

—María del Carmen Llamas, Secretaria de 
Relaciones Exteriores Sindicato de Telefonistas 

de la República Mexicana

Los déficits comerciales de los Estado Unidos 
aumentaron después de que el TLCAN entró en vigor.

Déficit Comercial Con Los Países del 
TLCAN, 1996–2011 (USITC Dataweb)
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Un Error de $1.2 Billones
Miles de Millones de Dólares: Saldo Acumulado en Cuenta Corriente de Estados 
Unidos con México Desde el TLCAN

Fuentes: Gary Clyde Hufbauer y Jeffrey J. Schott, del TLCAN: Una 
Evaluación, Washington, D.C., Instituto de Economía, Octubre de 
1993, p. 14; Charles W. McMillion, “Veinte Años de Propaganda 
para el Modelo de Comercio Fracasado de Estados Unidos,” 
Manufactura y Tecnologia, 27 de diciembre 2013.

Antes de la firma del acuerdo, los economistas que esta-
ban a favor del TLCAN, se basaron en la suposición de 
un incremento en el superávit comercial de EE.UU. con 
México para predecir que los puestos de trabajo aumen-
tarían. “Nuestras proyecciones de empleo reflejan el juicio 
basado en que con el TLCAN, las exportaciones estadoun-
idenses a México reflejan que serán siendo superiores a 
las exportaciones mexicanas a Estados Unidos, lo que lleva 
a un sperávit comercíal de EEUU con México de alrededor 
de $7 mil millones de dólares estadounidenses hasta $9 mil 
millones anuales para 1995....llegando a $9 mil millones de 
dólares a $12 mil milliones entre los años 2000 y 2010.”
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endo al desplazamiento masivo de empleos.33 Sin embargo, 
esto no necesariamente resultará en una ganancia neta 
para los otros países—la región de América del Norte en 
su conjunto se tornó menos competitiva con el resto del 
mundo.34 

Antes de la firma del acuerdo, los economistas a favor del 
TLCAN predijeron el crecimiento de empleos, basándose 
en la suposición de que el superávit comercial de los EEUU 
con México crecería. Los defensores del TLCAN afirmaron 
que el acuerdo estimularía el desarrollo económico en 
México, con lo que el país se alinearía con sus vecinos 
ricos del norte. De hecho, la disparidad de ingresos entre 
México, Estados Unidos y Canadá no ha logrado cer-
rarse en las últimas dos decadas.35 En 1997, los costos de 
remuneración por hora para trabajadores mexicanos de la 
industria manufacturera fueron del 15% de los costos de 
Estados Unidos, en 2012, eran del 18%.36 Pero para los tra-
bajadores en el área de producción, la noticia es aún peor: 
Los costos de remuneración por hora en México fueron 
17.98% de los costos de los EE.UU.; para el 2009 habían 
caído al 14.53%.37 Los salarios en México ahora son más 
bajos que en China en muchas de las industrias.38

El TLCAN no ha reducido significativamente la pobreza en 
México, tuvo la tasa de crecimiento per cápita más bajo 
de cualquier país de América Latina en la última decada.39 
En 2012, la tasa oficial de pobreza se mantuvo práctica-
mente sin cambios desde 1994 (del 52.4% al 52.3%).40 Entre 
2006 y 2010,” Más de 12 millones de personas se unieron 
a las filas de los más pobres en México.”41  Los precios de 
los bienes de consumo han alcanzado de manera simul-
tánea los niveles más altos en todos los tiempos.42 “Como 
resultado, quien obtiene una fuente de ingresos de salario 
mínimo en México hoy en día puede comprar 38% menos 

bienes de consumo, que en el día en que el TLCAN entró 
en vigor.“43 Muchos trabajadores se han desplazado hacia 
la economía informal.44  La pobreza alimentaria se ha incre-
mentado dramáticamente: “25% de la población no tiene 
acceso a los servicios básicos de alimentos y una quinta 
parte de los niños mexicanos sufren de desnutrición.“45 
El declive de la agricultura mexicana ha convertido al 
país cada vez más dependiente de las importaciones de 
Estados Unidos, en su mayoría de alimentos procesados 
y envasados, lo que ha generado un aumento perverso en 
desnutrición y obesidad.46 La predicción del presidente 
Clinton en cuanto que el TLCAN aumentaría la paz en la 
región no se ha cumplido, ya que el crimen con violencia 
y la inestabilidad han aumentado a un ritmo alarmante. 
México es uno de los principales países del mundo 
exportadores de flujos financieros ilícitos47 y de narcóticos 
ilegales,48 las importaciones de Estados Unidos incluyen un 
asombroso número de armas.49

Estos acuerdos son de enorme beneficio 
para las compañías transnacionales.
Durante los últimos 20 años, las empresas transnacionales 
han surgido como una fuente independiente de poder y de 
influencia en los asuntos internacionales. Si bien esta ten-
dencia no está ciertamente vinculada exclusivamente al 
TLCAN, el acuerdo es emblemático en cuanto a corrientes 
más amplias de la política comercial mundial que ofrecen 
a las transnacionales de un modo expansivo privilegios 
legales y distintas ventajas con respecto a las pequeñas 
empresas nacionales. Estos nuevos derechos vienen sin 
las correspondientes obligaciones o responsabilidades.

Las multinacionales están en una posición única para 
aprovecharse de los muchos beneficios que les ofrece el 
TLCAN—desde las prohibiciones relativas a los requisi-
tos de entrada a negocios locales hasta nuevas maneras 
de desafiar las regulaciones. “Antes del TLCAN, México 
produjo trenes, tractores y otros bienes industriales,” pero 
la competencia destruyó este tipo de empresa, junto con 
esto la autosuficiencia económica y un mayor número de 
demandas de mano de obra que venían con éste.50 Cuando 
México desregularizó los servicios financieros en su 
preparación para el TLCAN, “los préstamos a las empresas 
mexicanas se redujeron de 10 % del producto interno bruto 
al 0.3%.“51 La resolución de disputas entre el inversionista 
y el estado, tema que se discutirá en el siguiente punto, le 
proporciona a las compañías transnacionales una potente 
herramienta legal que las empresas nacionales no tienen.
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Millones viven en pobreza en México.
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La solución de controversias entre 
los inversionistas y estados socava la 
capacidad de los gobiernos para legislar 
en el interés público y amenaza el proceso 
democrático.
La resolución de controversias entre inversionista-estado 
(ISDS) le proporciona a las corporaciones—inversionis-
tas—en su mayoría multinacionales extranjeras, la posi-
bilidad de obtener una compensación financiada por los 
contribuyentes para aquellas acciones gubernamentales 
que amenacen su estado financiero. ISDS permite a los 
inversionistas de un estado miembro, demandar al gobi-
erno de otro estado miembro, sobre acciones guberna-
mentales o decisiones judiciales con los locales—incluso 
en decisiones judiciales—que el inversionista piense 
violan el TLCAN. El derecho a impugnar la acción guberna-
mental a través de los procedimientos del ISDS es, además 
un derecho del inversionista, bajo la ley nacional, que en 
Estados Unidos incluye el derecho a presionar a funciona-
rios electos, el derecho a participar en reglamentación a 
través de procedimientos administrativos y los derechos 
a la propiedad bajo la Quinta Enmienda de la Constitución. 
Es decir, el TLCAN garantiza que los inversionistas extran-
jeros reciban mejores oportunidades para luchar contra 
las leyes y políticas que puedan amenazar sus ingresos 
más allá de los procesos democráticos a disposición de los 
ciudadanos y las empresas nacionales.

En lugar de basarse en los tribunales nacionales, los inver-
sionistas pueden presentar sus demandas directamente 
ante paneles de expertos en arbitraje privado patroci-
nados por el Banco Mundial o en las Naciones Unidas.52 
Estos paneles de expertos son ad hoc integrados por tres 
personas privadas, por lo general abogados comerciales, 
seleccionados por el inversionista y el estado involucrado 
en el caso. Los expertos están facultados para dar remu-
neraciones monetarias de las arcas públicas, pero no son 
obligados a rendir cuentas ante ningún electorado o escru-
tinio público. Los inversionistas han sacado por lo menos 
340 millones dólares de gobiernos del TLCAN desde que 
el acuerdo entró en vigor, aunque el número es potencial-
mente más alto, ya que no es obligatorio que las demandas 
o acuerdos y decisiones resultantes se hagan públicas.53 

Durante el debate del TLCAN, Big Business argumentó que 
el ISDS era necesario porque el gobierno mexicano con 
frecuencia nacionalizaba propiedades sin indemnización 
alguna, no se podía confiar en los tribunales para que 
ofrecieran resoluciones imparciales. Sin embargo, una 
revisión de los casos de acceso público a la ISDS mues-

tra que estos procedimientos se utilizan para propósitos 
completamente diferentes. La mayoría de las controversias 
empresariales no tienen nada que ver con la expropiación 
de bienes tangibles, sino que tratan sobre regulaciones 
gubernamentales que puedan interferir con utilidades 
anticipadas concebidas54 que de alguna manera van desde 
normas gubernamentales hasta crear empleos verdes.55 
Como Joseph Stiglitz explicó en un reciente artículo de 
opinión, “los que apoyan acuerdos de inversión en realidad 
no están preocupados por la protección de los derechos de 
propiedad....El verdadero objetivo es restringir la capacidad 
de los gobiernos para regular y gravar a las corporacio-
nes—es decir, para restringir su capacidad para imponer 
responsabilidades, y no sólo defender sus derechos. Las 
corporaciones están tratando de ocultar mediante acuer-
dos comerciales negociados en secreto-lo que no pudieron 
lograr en un proceso político abierto.”56

Los que abogan por el tratado argumentan que ISDS ofrece 
un foro neutral. Pero de hecho, el sistema es cualquier 
cosa menos neutral. Los árbitros que deciden los casos se 
seleccionan y son pagados por las partes. Así pues, estos 
árbitros tienen un interés financiero y profesional en mantener 
y ampliar el sistema.59 Hay una puerta giratoria entre los pan-
eles de expertos en el arbitraje, una élite de bufetes de abo-
gados internacionales y las posiciones comerciales dentro de 
los gobiernos.60 Además de promover una mentalidad insular 
“de club” y gracias a las normas éticas laxas, los miembros de 
los consejos de administración y los abogados que represen-
tan a las multinacionales pueden y se sientan en los paneles 
de expertos como árbitros. Estas personas tienen un fuerte 

En el caso de Mobil contra Canadá (2012), 
Exxon Mobil y Murphy Oil le ganaron con 
gran éxito al Gobierno de Canadá 60 millones 
de dólares sobre la base de regulaciones 
locales que requerían que empresas petroleras 
pagaran un fondo para la investigación y 
desarrollo en las Provincias más pobres del 
Canadá.57 El reglamento se aplicaba por igual 
a empresas nacionales como extranjeras y 
fue diseñado para asegurar que por lo menos 
algunos beneficios derivados de los recursos 
de extracción regresarán a la comunidad. Las 
compañías primero trataron de anular la ley 
en los Tribunales Canadienses y perdieron.58 
Sin embargo al aplicar las disposiciones de los 
derechos de los inversionistas bajo el TLCAN, 
las compañías argumentaron exitosamente que 
las regulaciones violaban los derechos de los 
inversionistas.
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casos presentados ante paneles arbitrales le pueden costar 
a las partes mucho más que los casos en tribunales nacio-
nales—una cifra abrumadora de $ 8 millones en promedio y 
en algunos casos cuesta más de $ 30 millones.66 Un estudio 
empírico sobre la inversión en costos por arbitraje encontró 
que “con frecuencia los tribunales requieren cada vez más 
que las partes compartan de manera equitativa los costos del 
tribunal y administrativos y que absorban sus propios hon-
orarios legales,“ aun cuando hayan defendido exitosamente 
la demanda.67 Esto crea un fuerte incentivo para evitar juicios 
que podrían presentar un reto por parte de las poderosas 
transnacionales tomando en cuenta especialmente a panelis-
tas expertos simpatizantes de ellos que demasiado a menudo 
deciden estos casos por ellos.68

El efecto disuasorio cuenta con implicaciones preocupantes 
para la innovación regional y el federalismo. Después de que 
la empresa papelera canadiense AbitibiBowater anunció 
que estaba cerrando todos sus molinos en Terranova,69 el 
gobierno provincial revocó los derechos de la empresa 
al uso de agua y madera en ciertos terrenos públicos. La 
compañía exigió una indemnización. Según los términos del 
arrendamiento, los derechos sobre el agua y la madera esta-
ban supeditados, para que la empresa siguiera utilizándolos 
para operar los molinos. 

Por lo tanto, la empresa no tenía derecho legal a la indem-
nización bajo la ley canadiense. Sin embargo, cuando 
la corporación utilizó a una filial en Estados Unidos para 
presentar un caso ISDS, el gobierno canadiense decidió 
llegar a un arreglo en lugar de enfrentar un prolongado y 
riesgoso litigio,70 anunció que en el futuro “exigiría a los 
gobiernos provinciales y territoriales ser responsables por 
daños relacionados con el TLCAN pagados por el gobierno 
federal.”71

Teniendo en cuenta la poderosa herramienta que es ISDS, 
no es sorprendente que las empresas sigan presionando 
para su inclusión en acuerdos comerciales. Lo que es más 
desconcertante es por qué los negociadores del gobierno 
siguen incluyéndolo. El uso de estas disposiciones para 

incentivo para emitir decisiones que beneficien a los clientes 
actuales y potenciales, promoviendo un sesgo estructural 
arraigado “a favor de las corporaciones y en contra de las 
naciones y las comunidades.”61

Los derechos otorgados a las corporaciones multinacionales 
bajo ISDS superan las disposiciones bajo la ley nacional. En 
1999, la empresa canadiense Methanex utilizó las disposicio-
nes del ISDS del TLCAN para presentar una demanda por $ 
970 millones de dólares por daños y perjuicios contra el gobi-
erno de EE.UU., porque California prohibió un aditivo químico 
con el fin de proteger el suministro del agua. Tal como lo 
explicó el abogado de la empresa, la corporación eligió usar 
el ISDS porque el TLCAN “claramente creó algunos derechos 
para los inversionistas extranjeros que los ciudadanos y las 
empresas locales no tienen…ese es el propósito principal de 
la misma.”62 Las corporaciones que pierden casos en tribu-
nales de Estados Unidos, incluso pueden pedir una indemni-
zación por decisiones adversas, incluyendo concesiones del 
jurado que consideren excesivas. Esto ofrece a los inversioni-
stas extranjeros la oportunidad de atacar las decisiones de 
los tribunales nacionales en un proceso privado, donde las 
otras partes del caso original no tienen derecho a participar.63

ISDS puede ser un obstáculo para la formación y manten-
imiento de políticas sociales que beneficien al público. Los 

En ISDS no existe el requisito de que los paneles de expertos en el arbitraje ponderen las 
preocupaciones del público o que aplacen la toma de decisiones por parte de los funcionarios electos 
quienes son responsables ante el público. En Metalclad versus México (2000), la compañía con sede 
en Estados Unidos, inicialmente le ganó al gobierno de México $15.6 millones de dólares después 
de que las autoridades municipales se negaron permitirle a la empresa construir una instalación de 
residuos tóxicos, a la cual se oponían los residentes locales y en lugar de esto declararla zona de reserva 
natural.64 El panel criticó a los funcionarios por responderle al público opositor, así penalizando con 
eficacia a los políticos por haber trabajado a favor de sus electores.65
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enfocarse en las regulaciones de interés público y socavar 
el proceso democrático apenas está limitado al TLCAN. 
Philip Morris utiliza los tratados bilaterales de inversión que 
contienen disposiciones ISDS para presentar reclamacio-
nes contra Uruguay y Australia, con el argumento que el 
conglomerado del tabaco debe ser compensado por adver-
tencias de daños a la salud obligatorias y los requisitos de 
empaquetado genérico de los cigarrillos. Alemania está 
siendo demandada por la empresa energética Vattenfall por 
su decisión de eliminar gradualmente la energía nuclear.73

El incluir disposiciones laborales no se 
traduce, en una mejora de la mano de obra 
en el lugar.
El Acuerdo de Cooperación Laboral de América del Norte 
(ACLAN), adoptado como un acuerdo paralelo al TLCAN en 
sí mismo, compromete a los tres países para hacer valer las 
regulaciones laborales propias y promover, a través de su ley 
nacional, 11 principios laborales fundamentales (véase cuadro, 
de la página siguiente). No hay obligación de adoptar leyes más 
estrictas o adherirse a las normas internacionales del trabajo.

De conformidad con el ACLAN, cada gobierno ha establec-
ido una oficina administrativa nacional (OAN) para investigar 
y responder las quejas de los inversionistas. Cualquier parte 
interesada puede presentar un comunicado ante la OAN 
alegando la falta de cumplimiento de la legislación laboral 
interna que afecta los derechos fundamentales en otro país 
miembro. El ACLAN también creó una secretaría internacio-
nal con liderazgo el cual se rota entre los tres países para 
monitorear e investigar las condiciones laborales.

La oficina administrativa nacional puede recurrir a una 
variedad de procedimientos de colaboración con el gobi-
erno acusado, para tratar de llegar a una resolución. Sin 
embargo, sólo algunas demandas pueden ser escaladas, 
ya que el ACLAN separa los principios en jerarquías. Las 
quejas que alegan la falta de un cumplimiento adecuado 

de las leyes nacionales relativas a los derechos de sin-
dicalización, el poder negociar colectivamente e ir a la 
huelga, pueden ser abordadas solo a través de consultas 
con el gobierno. Sin embargo, si las consultas no per-
miten resolver las quejas presentadas alegando falta de 
cumplimiento para hacer valer el salario mínimo, el trabajo 
infantil y las leyes de salud y seguridad en el trabajo, la 
OAN puede llamar a un panel arbitral independiente. En 
teoría, este panel puede emitir multas.75 En realidad, estas 

Eli Lily Amenaza el Acceso Efectivo a 
Medicamentos Adquiribles 
En septiembre de 2013, la enorme farmacéutica 
de Estados Unidos, presentó un caso ISDS 
contra el gobierno de Canadá reclamando $500 
millones en daños y prejuicios después de que 
dos de sus patentes fueron invalidadas. La 
patente de Strattera un medicamento para tratar 
el déficit de atención e hiperactividad (TDAH), 
fue revocada en 2010, por que la empresa no 
había demostrado su “Utilidad”—es decir, que el 
medicamento proporcionaría los beneficios que 
la empresa reclamaba. También decisiones de 
la Corte por separado invalidaban la patente del 
medicamento antipsicótico Zyprexa. Tal como lo 
explicó Stuart Trew, activista para el consejo de 
canadienses, expresó “[un] acuerdo o la pérdida 
para Canadá, sería sin duda, como desatar 
una ola de reclamaciones contra el TLCAN 
procedentes de otras compañías farmacéuticas 
cuyas patentes se hayan invalidado bajo la 
‘utilidad’ de acuerdo con la doctrina de Canadá. 
También incluiría los nombre de las marca 
de las compañías farmacéuticas para buscar 
demandas similares entre inversionista-Estado 
a nivel mundial donde regímenes de patentes 
difieren de aquellas de Estados Unidos y la Unión 
Europea….Cuando se considera esto con los 
otros nueve casos actuales del TLCAN contra 
Canadá por un valor aproximadamente de $2.5 
millones en total esto debe ser algo imperativo 
para el cambio. Canadá ha pagado más de $160 
millones en pérdidas o arreglos, como resultado 
de inversiones en disputas del TLCAN. Incluso 
donde Canadá predomina, las sumas pagadas a 
los abogados para defender los casos han sido 
una merma importante de recursos públicos. Los 
$500 millones solicitados por Lilly es mucho más 
de lo que la provincia de Terranova y Labrador 
han recibido por transferencias federales para el 
sector salud en 2013.74

“He visto las cartas de los bufetes de abogados 
de Nueva York y D.C. que llegan al Gobierno 
Canadiense por prácticamente cada nueva 
regulación ambiental en los últimos cinco años. 
En ellas participaron desde productos químicos 
de tintorerías, productos farmacéuticos, 
pesticidas y normas de patentes. Prácticamente 
la totalidad de las nuevas iniciativas fueron 
obstaculizadas y la mayoría de ellas nunca 
vieron luz del día.”

—El exfuncionario canadiensel72
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quejas nunca han ido más allá de la primera etapa del 
proceso, las consultas de gobierno a gobierno.76

Aunque se han presentado varias quejas bajo estos proced-
imientos, el proceso del ACLAN no ha resultado en mejo-
ras significativas en cuanto a su cumplimiento o normas. 
Por ejemplo, varias promociones han mostrado cómo la 
legislación y la práctica estadounidense deja a los traba-
jadores migrantes vulnerables a la explotación y abuso.77 
Como se muestra en una queja de 2011 presentada ante la 
OAN de México en relación a los derechos laborales y su 
cumplimiento en la industria de las ferias en los Estados 
Unidos, “[l] los trabajadores migrantes con bajos salarios 
sufren violaciones en sus sueldo en casi el doble del por-
centaje de sus contrapartes nacidos en Estados Unidos,“ 
y ”enfrentan obstáculos desproporcionados para tener 
acceso a los recursos administrativos o judiciales ya que, 
ellos con frecuencia se emplean en industrias que requieren 
de trabajar siete días a la semana y en donde deben mov-
erse de un lugar a otro constantemente.”78

Aquellos trabajadores empleados durante el carnaval 
atraídos por los reclutadores les hacen promesas muy 
engañosas, pueden trabajar 16 horas al día o más por tan 
sólo $ 1 dólar la hora, sufren lesiones brutales en el lugar 
de trabajo y son hospedados con frecuencia en remolques 

infestados con chinches y pulgas en áreas remotas.79 El 
Departamento de Trabajo de Estados Unidos no realiza 
inspecciones regulares en la industria y esperan a que los 
trabajadores presenten sus denuncias. Varios factores 
dificultan la presentación de denuncias, de todo, desde 
las barreras del idioma, las largas horas de trabajo y las 
frecuentes reubicaciones. Además, los trabajadores 
durante el carnaval entran al país con visas temporales 
H-2B, que están vinculadas a un determinado empleador. 
Si los empleados son despedidos o renunciaron, su estado 
es revocado, por ende los trabajadores son renuentes a 
reportar violaciones por el riesgo de las represalias. La 
aplicación de la ley estadounidense es impulsada prin-
cipalmente por demandas civiles privadas. La ley federal 
restringe a los trabajadores con visas H2-B el usar fondos 
federales como recursos de asistencia jurídica, lo que 
hace presentar que la demanda, sea algo extremadamente 
difícil.80 

Mientras que la denuncia atrajo la atención internacional 
al fracaso gubernamental estadounidense para ejercer 
adecuadamente los principios fundamentales del trabajo, 
han transcurrido tres años sin cambios significativos. 
La OAN de México emitió un informe aceptando que se 
habían producido violaciones,81 pero hasta enero del 2014 
sólo se habían llevado a cabo conversaciones informales 
entre los gobiernos de Estados Unidos y México.82 No hay 
procedimientos establecidos en el ACLAN que definan 
cómo las consultas deben realizarse o quienes deben 
ser incluidos en el proceso. El resultado ha sido desigual, 
al adoptar enfoques ad hoc por parte de la OAN la cuál 
con demasiada frecuencia excluye a los trabajadores y a 
otras partes interesadas. En el caso del carnaval como en 
muchos otros el proceso de consulta no ha sido transpar-
ente ni accesible.

“Me han despedido dos veces desde 1997, 
cuando registré a miembros del sindicato y 
tratamos de conseguir mejores salarios.”

—Luis Castañeda, recolector de manzanas83

“Antes de que comenzáramos a organizarnos, 
[planta de empaque de manzanas] a Stemilt no 
le importaba si no teníamos papeles. Es sólo 
ahora que hemos comenzado a organizarnos 
que han empezado a buscar irregularidades en 
los papeles de la gente….es solo ahora que han 
empezado a amenazarnos con redadas del INS.”

—Empacador de manzanas, anónimo84

Principios laborales especificados en 
ACLAN:
•	 Libertad de asociación y protección al 

derecho de sindicalización;
•	 El derecho a la negociación de un contrato 

colectivo;
•	 El derecho a la huelga; 
•	 Prohibición de trabajo forzado;
•	 Protecciones laborales para niños y personas 

jóvenes;
•	 Condiciones mínimas de normas de trabajo;
•	 Eliminación de la discriminación en el 

empleo;
•	 La igualdad de retribución entre mujeres y 

hombres;
•	 Prevención de accidentes de trabajo y 

enfermedades;
•	 Indemnización en casos de lesiones y/o 

enfermedades ocupacionales; y
•	 Protección de los trabajadores migrantes.
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En 1998, los sindicatos mexicanos presentaron una queja 
alegando problemas sistémicos con la ley laboral de Esta-
dos Unidos y su aplicación en la industrias de recolección 
y empaque de manzana en el Estado de Washington.85 Los 
trabajadores de la industria son sometidos a violaciones 
persistentes al salario mínimo y al pago de horas extras, 
expuestos a pesticidas dañinos y otras violaciones a las 
normas de cuidado de la salud y seguridad, enfrentan repre-
salias y despidos por intentar organizarse. Los trabajadores 
agrícolas están excluidos de la legislación laboral de 
Estados Unidos que garantizan la libertad de asociación y el 
derecho a la negociación de contrato colectivo a inmigran-
tes indocumentados.86 A los inmigrantes, que conforman 
alrededor del 75% de la fuerza laboral agrícola en Estados 
Unidos,87 se les proporciona menos protección. El gobierno 
de Estados Unidos no ha investigado efectivamente, el enjui-
ciar y proporcionar recursos contra estas violaciones.

Después de un largo proceso de dos años, el resultado 
final fue un acuerdo ministerial entre Estados Unidos y 
México, en el cual el gobierno de Estados Unidos aceptó 
realizar sesiones de divulgación pública para educar a 
los trabajadores sobre sus derechos.88 Sin embargo no ha 
resultado ningún cambio sustancial a las leyes o políticas 
de Estados Unidos. Los trabajadores agrícolas aún están 
excluidos de las protecciones básicas de la legislación 
laboral. Continúa la discriminación contra los trabajadores 
indocumentados a pesar de las críticas de varios organ-
ismos internacionales entre ellos la Organización Interna-
cional del Trabajo89 y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos.90 En 2002 la Suprema Corte de Estados Unidos 
los cercó aún más al ejercer una acción discriminatoria al 
concluir que los trabajadores indocumentados despedidos 
por tratar de formar un sindicato, no serán compensados 
bajo la Ley Laboral de Estados Unidos debido a su esta-
tus.91 Al final el ACLAN ha demostrado ser inadecuado para 
tomar en consideración las serias deficiencias en las leyes 
y políticas estadounidenses.

Los casos más graves de abuso contra los trabajadores no 
han logrado proporcionar una respuesta significativa. En 
2006, una explosión de gas en la Mina de Pasta de Con-
chos dejó 65 trabajadores sepultados. Los trabajadores se 
habían quejado de las condiciones peligrosas, incluyendo 
el olor a gas. Grupo México, la minera más grande del 
país, abandonó las operaciones de rescate tras recuperar 
sólo dos cuerpos.92 El gobierno de México permitió que la 
empresa sellara la mina después de sólo cinco días, así 
deteniendo tanto los esfuerzos de rescate como investiga-
ciones sobre las causas del colapso. Hasta el día de hoy 

no se han realizado investigaciones y los cuerpos de 63 
trabajadores permanecen sepultados.93

Napoleón Gómez Urrutia, dirigente del Sindicato Nacional 
de los Trabajadores Mineros, Metalúrgicos y Siderúrgicos 
de la República Mexicana (SNTMMSRM/Los Mineros), cal-
ificó la explosión como “Homicidio industrial” y organizó 
una campaña contra Grupo México exigiendo a la empresa 
realizar una investigación a fondo sobre la explosión y 
compensar a las familias de las víctimas. En respuesta, 
el gobierno de México se dedicó a realizar una violencia 
sistemática y de represión contra el SNTMMSRM. Los mili-
tares han sido utilizados para romper las huelgas. Cuatro 
trabajadores murieron entre 2006 y 2011.94 El gobierno 
retiró el reconocimiento a la dirección del sindicato y los 
cargos frívolos contra Gómez, lo obligaron a huir del país. 
A pesar de cinco apelaciones por separado a su favor, él 
permanece en exilio95 y se le ha negado el derecho a viajar 
al exterior.96 Se presentó una queja ACLAN ante la OAN de 
Estados Unidos en 2006, lo cual no produjo ninguna acción 
concreta destinada a abordar esta situación vergonzosa y 
mucho menos sobre cualquier sanción comercial.97

￼
Tal vez ningún sector es más emblemático del TLCAN que 
las maquiladoras de México, donde productos como pren-
das de vestir, electrónica y autopartes se producen para 
exportación. Estos centros industriales se caracterizan 
por bajos salarios, largas horas de trabajo, condiciones 
laborales peligrosas y acoso sexual.

“Si, se han creado empleos, pero bajo 
condiciones terribles.”

—Mujer trabajadora del sector  
textil hablando en el anonimato98

Miembros de Los Mineros cargan ataúdes por las calles 
de la Ciudad de México para conmemorar el aniversario 
del desastre de la Mina Pasta de Conchos.
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Los trabajadores se enfrentan a serios desafíos al orga-
nizarse y negociar colectivamente para cambiar estas 
condiciones, sobre todo al tratar de negociar el uso de los 
contratos de protección (véase el recuadro, más arriba). 

Múltiples quejas, no han producido cambios sistémicos o 
prolongados en las condiciones laborales. Por ejemplo, en el 
año 2000 los trabajadores mexicanos de una subsidiaria de 
la compañía Breed Technologies Inc. en Delaware,101 una de 
las más grandes fabricantes de piezas de automóviles en el 
mundo, presentó una queja ante la OAN en Estados Unidos 
acusando al Gobierno Mexicano de no hacer cumplir las 
leyes de salud y seguridad en las plantas Autotrim y Custom-
trim de la empresa. En la queja se presentó una exposición 
detallada de las sustancias químicas peligrosas y las graves 
lesiones por esfuerzo repetitivo realizado en el trabajo, lo 
que dejó a algunos trabajadores incapacitados.102 La OAN 
de Estados Unidos establece plazos arbitrarios y requisitos 
que han hecho que sea más difícil para los trabajadores, 
presentar información y participar en la principal audiencia 
pública.103 Breed Technologies declinó participar, pero pre-
sentó una enorme cantidad de documentos, directamente 
a la OAN de Estados Unidos. A los abogados defensores 
no se les dio copias y sólo pudieron ver lo que presentó 
Breed meses después, al presentar una solicitud bajo la Ley 
de Derecho a la Información. La compañía también dio un 
recorrido privado en sus instalaciones, a los funcionarios de 
la OAN, al cual no se les permitió asistir a los trabajadores.104

￼

Mientras tanto, las condiciones sobre el terreno no mejo-
raron a raíz de la denuncia. Los trabajadores que se presen-
taron a informar sobre las violaciones, fueron hostigados 
por su empleador, la policía local y por individuos anónimos. 
Algunos recibieron amenazas de muerte. Un investigador 
que estudia el caso encontró evidencia de que los traba-
jadores fueron despedidos y que la empresa, cambió parte 
de su proceso de producción, a zonas más remotas para 
evitar el escrutinio.105 El protocolo prevé en el ACLAN que en 
caso de falla persistente, se escale a un panel independi-
ente de experto y a un grupo arbitral que finalmente pudiese 
emitir multas. Sin embargo, dos años después de que la 
queja fue presentada, los gobiernos de Estados Unidos y 
México, simplemente anunciaron la creación de un grupo de 
trabajo bilateral. Los trabajadores fueron excluidos de este 
proceso y la agenda del grupo de trabajo no contenía planes 
concretos para hacer frente a los problemas de aplicación o 
de mejorar la rendición de cuentas por violaciones presen-
tadas en la demanda.106 Las solicitudes, tanto de los peti-
cionarios, como de los senadores de Estados Unidos para 
incluir compromisos más sustanciales o por lo menos incluir 
a los trabajadores y expertos en salud y seguridad indepen-
dientes, fueron ignoradas.107

“Ellos se reúnen, te cuentan cosas bonitas, que 
los funcionarios…respetan la ley…pero no pasa 
nada.”

—Mexicano de la industria automotriz 
describiendo el proceso de ACLAN108
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Los trabajadores se manifiestan por obtener igualdad de 
derechos en las plantas ensambladoras exportadoras.

Se estima que el 90% de todos los contratos 
con los sindicatos en México son contratos 
de protección. Estos acuerdos simulados no 
proporcionan a los trabajadores una verdadera 
representación democrática. Por lo contrario, 
un empleador firma un contrato directamente 
con un sindicato de “protección,” por lo general 
en secreto. Los contratos no ofrecen beneficios 
más allá de lo requerido por la ley y no hay 
ningún requisito para que se den a conocer 
los términos, incluso los empleados están 
supuestamente cubiertos bajo el contrato. Estos 
sindicatos de protección, a menudo asociados 
con los empleadores y las élites políticas locales, 
se sientan en las juntas laborales que certifican 
los resultados de las elecciones sindicales. Esto 
hace que el obtener un reconocimiento de la 
organización como sindicato independiente 
sea extremadamente difícil.99 En plantas 
procesadoras para exportación, los contratos de 
protección son “la norma y no la excepción.”100
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mover su mandato principal: el garantizar el cumplimiento 
fundamental de los derechos y las leyes laborales.118

Las disposiciones ambientales del TLCAN 
han fracasado de manera similar al no 
resultar en mejores normas ambientales.
Las disposiciones ambientales del TLCAN no han logrado 
dar lugar a la intensa aplicación de normas, y mucho menos 
hacerlo de manera significativa. El acuerdo de cooperación 
ambiental sufre de muchos de los mismos defectos funda-
mentales como en las estipulaciones laborales. El mecanismo 
es estructuralmente débil, y sus instituciones no reciben 
fondos suficientes. Hay un procedimiento para la denuncia 
ciudadana para la resolución de disputas, pero proveyendo 
estas a negociaciones entre gobiernos que no permite la 
posibilidad de sancionar directamente a los contaminadores. 
Esto ha dado lugar a proyectos piloto en lugar de esfuerzos 
sistemáticos para hacer frente a los problemas.119

En México, el gasto real para la implementación de leyes 
ambientales ha disminuido desde que el TLCAN fue 

Tal como se detalla en la demanda presentada 
ante la ACLAN a nombre del Sindicato Mexicano 
de Electricistas (SME Sindicato Mexicano de 
Electricistas): “El ataque ilegal por parte del 
gobierno mexicano contra el SME se inició el 
10 de octubre del 2009, con el despliegue de 
27,000 policías y militares para quitar a la fuerza 
a miembros del sindicato de sus lugares de 
trabajo en medio de la noche. Posteriormente, 
el gobierno mexicano extinguió la empresa 
estatal de electricidad, conocida como Luz 
y Fuerza (Luz y Fuerza del Centro “L y FC”), 
quién empleó a todos los miembros del SME, 
y en consecuencia terminó con todos los 
trabajadores miembros del SME a través de un 
único decreto presidencial. El gobierno transfirió 
los activos e instalaciones que anteriormente 
habían pertenecido a Luz y Fuerza del Centro, 
a otra compañía eléctrica de propiedad estatal, 
la Comisión Federal de Electricidad (Comisión 
Federal de Electricidad “CFE”). Como resultado, 
el trabajo que se había realizado previamente 
en L y FC por los trabajadores sindicalizados, 
se le dio a trabajadores no sindicalizados y a 
subcontratados en la CFE. Estos trabajadores 
sufrieron de aún peores situaciones laborales y 
no contaban con la adecuada protección de la 
salud y seguridad, resultando en el fallecimiento 
de varios de los trabajadores subcontratados.”117

Con demasiada frecuencia, la falta de normas y proced-
imientos claros han resultado en la exclusión de los tra-
bajadores dentro de los procesos y recursos del ACLAN. 
Uno de los primeros casos, presentado en 1997, involucró 
a trabajadores que intentaban libremente formar un sindi-
cato en Han Young, una fábrica productora de piezas para 
Hyundai.109 Los trabajadores tuvieron que superar enormes 
obstáculos para poder votar a favor de un sindicato inde-
pendiente, un proceso que la OAN de Estados Unidos señaló 
requería de “numerosos litigios, la intervención por parte de 
la autoridad federal mexicana del trabajo, dos elecciones 
de representación…atención del público internacional y 
amplia cobertura de los medios.”110 Los trabajadores no sólo 
tuvieron que enfrentar a la empresa, que luchó activamente 
contra el sindicato mediante “la intimidación, las amenazas 
y despidos,“ pero también en contra de las autoridades 
laborales locales, que debían ser responsables de hacer 
cumplir los derechos de los trabajadores a la libertad de 
asociación.111 En última instancia, el gobierno mexicano 
aceptó patrocinar un curso de capacitación en Tijuana 
sobre la libertad de asociación sindical, pero los miembros 
del sindicato independiente que trataron de entrar a la 
reunión fueron golpeados por las fuerzas de seguridad y 
no se les permitió participar.112 Los funcionarios estadoun-
idenses del Departamento del Trabajo que estuvieron 
presentes en la reunión no intervinieron.113 

Muy al principio, el mecanismo del ACLAN, contribuyó a algu-
nas victorias.114 Por ejemplo, en 1996, la provincia canadiense 
de Alberta desechó los planes para privatizar los servicios de 
salud y seguridad en el lugar de trabajo, poco después que el 
sindicato de trabajadores públicos anunció sus planes de pre-
sentar una queja ante ACLAN.115 Sin embargo, como fue cada 
vez más claro que no existen repercusiones comerciales 
concretas, los países llegaron a ser menos y menos contes-
tatarios. En 2009, el gobierno mexicano privatizó la compañía 
de electricidad estatal, despidió a todos los empleados 44,000, 
y usó la fuerza militar contra dirigentes sindicales resumi-
endo, disolvió uno de los sindicatos más antiguos del país, 
por decreto (véase el recuadro, a la derecha). Más de 93 
organizaciones, incluyendo sindicatos y grupos de la socie-
dad civil en los tres países, se unieron en la presentación de 
quejas ante la OAN estadounidense y de Canadá, en 2011 y 
2012, respectivamente.116 Sin embargo, el caso ante ACLAN no 
presentó medidas concretas para garantizar que las autori-
dades mexicanas respetaran los derechos fundamentales de 
los trabajadores electricistas.
￼
En última instancia, mientras que el proceso ha aumentado 
la solidaridad internacional, el ACLAN ha fracasado en pro-
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promulgado. Los residuos peligrosos y la contaminación 
han aumentado,120 al igual que métodos de producción 
intensiva con químicos en grandes granjas comerciales, 
incluyendo pesticidas y fertilizantes nocivos.121

Al mismo tiempo, las regulaciones ambientales son el 
blanco de un gran número de casos de arbitraje interna-
cional, lo que ha socavado la innovación y amenazado 
seriamente los compromisos futuros y existentes en los 
tratados ambientales. Por ejemplo, Canadá suspendió las 
exportaciones de desechos de PCB a Estados Unidos para 
cumplir con el Convenio de Basilea sobre el control de los 
movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su 
disposición. La empresa estadounidense de tratamiento de 
residuos S.D. Myers presentó una ISDS. El panel arbitral le 
otorgó a la corporación $20 millones de dólares.122

Las disposiciones del TLCAN interfieren 
con la capacidad de los gobiernos miembro 
para adoptar políticas integrales que 
apoyen la inversión en las comunidades 
locales, promuevan empleos con salarios 
dignos, garanticen protecciones sólidas 
para los consumidores y el medio ambiente 
y proporcionen acceso equitativo a bienes 
y servicios vitales.
El TLCAN ha ido mucho más allá de simplemente exigir que 
los estados traten a las empresas nacionales y extranjeras 

de igual manera123 al incluir disposiciones que fundamental-
mente con la capacidad de una sociedad democrática, para 
determinar las prioridades políticas. Los acuerdos comerciales 
deben fomentar en lugar de inhibir el crecimiento sostenible 
y equitativo que aumenta la movilidad social y la prosperidad 
compartida. Sin embargo, las disposiciones restrictivas del 
TLCAN, en áreas que incluyen la adquisición pública, propie-
dad intelectual y servicios, ha lastimado el desarrollo local y la 
capacidad de asegurar la estabilidad e igualdad.124

El TLCAN impide a los gobiernos federales, estatales y 
locales imponer requisitos gubernamentales en contratos 
de adquisición cubiertos, que no se relacionen directa-
mente con la capacidad para cumplir con el contrato. Esto 
puede hacer más difícil el apoyar la creación de empleos 
locales y el desarrollo, estimular el crecimiento económico 
en tiempos de dificultades financieras y promover la 
compra verde o la justicia social. Por ejemplo, cuando el 
presidente Clinton firmó una orden ejecutiva para prohibir 
a los contratistas federales el abastecerse de negocios en 
los que se emplearan las peores formas de trabajo infantil, 
la orden tuvo que incluir exenciones para México y Canadá 
para así cumplir con las obligaciones del TLCAN.125

Bajo el TLCAN, las estrictas protecciones sobre la propie-
dad intelectual contienen varias medidas que inflan los 
precios de los medicamentos, e incluyen restricciones 
sobre el acceso a medicamentos genéricos y mantiene 

Trabajador eléctrico despedido Leobardo Benitez.
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prohibiciones sobre la importación proveniente de lugares 
en donde la mercancía sea menos cara.126 Las reglas del 
TLCAN también hacen que sea más difícil para las comuni-
dades retener sus derechos sobre las especies de plantas 
nativas y conocimientos de los pueblos indígenas.127

El TLCAN fue uno de los primeros acuerdos comerciales 
que liberó el comercio de servicios. El acuerdo no prevé 
excepciones para medidas de regulación sobre bienes 
públicos, como carreteras, parques y agua, o para conser-
var los recursos naturales.128 Esto puede hacer aún más 
difícil para los Estados y localidades garantizar el acceso 
equitativo a la alta calidad de los servicios. La privati-
zación a menudo resulta en servicios de menor calidad y 
condiciones de trabajo más pobres para aquellos emplea-
dos en la industria. Las empresas comerciales pueden ter-
minar excluyendo a los que son demasiado pobres o que 
se encuentran en una situación geográfica aislada para 
así hacer más rentable129 la prestación de sus servicios.

El TLCAN adoptó un enfoque denominado “lista negativa” 
para los sectores comprendidos dentro del acuerdo. Esto 
permite a los gobiernos miembro el conquistar excep-
ciones durante las negociaciones, pero además incluye 
de forma automática aquellas áreas que no se identi-
fican específicamente. Esto deja a los sectores que ni 
siquiera existían durante las negociaciones sujetos de 
forma automática a las estipulaciones del TLCAN.130 Los 
derechos con los que cuentan los inversionistas hacen 
que estas decisiones sean muy difíciles de modificar, a 
pesar de las cambiantes preferencias de la comunidad.

Aun cuando los países han tratado de obtener excepciones, 
los casos de arbitraje internacional han hecho caso omiso 
de las preferencias del gobierno elegido democráticamente. 
En el TLCAN, Canadá intentó específicamente excluir regula-
ciones sobre investigación y desarrollo en cuanto a prohibi-
ciones de desempeño local bajo el tratado. Sin embargo, en 
el caso de Mobil (que se examinó en la sección del informe 
ISDS), el tribunal arbitral concluyó que los cambios, que de 
manera substancial han modificado las cantidades que las 
corporaciones están obligadas a pagar, modificó las medidas 
hasta el punto que ya no caen bajo la excepcion.131

Las listas negativas encierran, bajo las políticas 
de preferencias de los gobiernos que firmaron 
el acuerdo original, a sectores que ingresaron 
automáticamente y que no existían al inicio de 
la firma, lo cual limita las opciones políticas que 
las futuras generaciones podrían tener.

Hacia un Nuevo  
Modelo de Comercio
El TLCAN ha tenido un profundo impacto sobre la política 
comercial de los Estados Unidos de Norteamérica. Pos-
teriores acuerdos comerciales bilaterales y regionales 
replican el mismo modelo fallido, acompañado de restric-
ciones sobre derechos bajo la actual política nacional.132 
Las negociaciones se centran abiertamente sobre la 
“armonización reglamentaria” y en barreras “detrás de 
las fronteras,” fomentando o exigiendo a las partes de los 
acuerdos comerciales a adoptar similares leyes y normas 
para facilitar el abastecimiento transfronterizo de las 
cadenas.133 Una declaración del 2011 por los secretarios de 
comercio involucrados en las negociaciones del TPP dice, 
“las barreras regulatorias y otras barreras no arancelarias 
cada vez más son los principales obstáculos que enfrentan 
las empresas en el acceso a mercados extranjeros. Para 
hacer frente a estos obstáculos, tenemos que acordar el 
trabajar para mejorar las prácticas regulatorias, eliminar 
obstáculos innecesarios, reducir la divergencia regional en 
las normas, promover la transparencia, conducir nuestros 
procesos de regulación de una manera que facilite el 
comercio, elimine redundancias en las pruebas y la cer-
tificación y promueva la cooperación sobre cuestiones 
regulatorias específicas.”134

Desafortunadamente, los acuerdos comerciales impulsa-
dos por las corporaciones, con mucha frecuencia inter-
pretan “la divergencia regional en normas“ para signifi-
car cualquier desviación del estándar más bajo posible. 
Medidas políticas innovadoras promulgadas a nivel local 
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Trabajadores canadienses protestando contra el TPPA.
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y regional, y las opciones con las que cuenta la sociedad 
sobre cómo resolver problemas y equilibrar los riesgos, se 
reducen a “exportar barreras.” La prohibición de Quebec 
contra el fracking es una divergencia y ahora objeto de 
una reclamación ISDS por la compañía estadounidense 
Lone Pine Resources.135 Muchas medidas neutrales que 
son generalmente aplicables, diseñadas para proteger 
al público, sirven a los objetivos locales o elevar los 
estándares están de igual manera siendo atacadas. La 
multinacional francesa Veolia exige una indemnización al 
gobierno egipcio por un paquete de reformas que incluye 
el aumento al salario minimo.136 Mientras tanto, las accio-
nes corporativas que explotan a los trabajadores, contami-
nan el medio ambiente y envenenan a los consumidores, 
se ven facilitadas por la arquitectura de estos acuerdos. 
Los negociadores deben alejarse de este modelo errado 
hacia un sistema que se base en un desarrollo sostenible 
e incluyente, que fomente la movilidad social, asegure la 
rendición de cuentas de las empresas y que aliente en vez 
de obstaculizar la política social innovadora.
￼
Aumentar la participación pública 
Las disposiciones del TLCAN fueron hechas a mano, deba-
tidas y finalizadas sin una participación pública significa-
tiva o de escrutinio. El resultado fue un lenguaje que de 
manera desproporcionada benefició a las corporaciones 
a expensas de los ciudadanos. Desafortunadamente, el 
gobierno de Obama ha continuado la tradición de operar 
a puerta cerrada. Las negociaciones del TPPA se llevan 
a cabo en su totalidad en secreto. Actualmente la admin-
istración está presionando para obtener la promoción 
del comercio a lo que la autoridad se refiere a menudo 
como “Fast Track.” Un proyecto de ley presentado en el 
congreso sujeta a los legisladores para votar a favor o en 
contra del texto final de los acuerdos comerciales, sin con-
tar con la capacidad de enmendarlo, siendo así un acuerdo 
que restringe aún más el debate público y el escrutinio.137 
Si estos acuerdos llegan a ser verdaderos catalizadores 
para el desarrollo social, los trabajadores, los consumi-
dores y las comunidades afectadas podrían participar en la 
negociaciones.
￼
Retiren el ISDS
El ISDS coloca los intereses de los inversionistas privados y 
extranjeros al mismo nivel que el interés del público en gen-
eral y el de una nación entera. El incluir el ISDS en acuerdos 
comerciales dificulta la capacidad de los gobiernos a nivel 
local, regional y nacional para proteger el bienestar público, 
distorsiona el proceso de legislación, amenaza el desarrollo 
equitativo y sostenible. A pesar de contar con un patrón 

claro que demuestra el peligro que representa el ISDS para 
la toma de decisiones democrática, las propuestas del TPPA 
en realidad parecen ampliar el ISDS en vez de reducirlas, al 
obtener derechos más amplios, en ámbitos como la propie-
dad intelectual y al abrir de manera explícita nuevas áreas 
tales como en los servicios financieros.138 Esto es en reali-
dad preocupante, porque medidas adoptadas para garan-
tizar la estabilidad financiera durante tiempos de colapso 
económico han sido casos frecuentes del ISDS.139

La justificación original del ISDS, de tribunales disfun-
cionales, no se aplica a los países que participan en 
negociaciones del TPPA, que han desarrollado, sistemas 
judiciales independientes. Estados Unidos cuenta con 
una fuerte protección a la propiedad privada, incluyendo 
garantías constitucionales en la Quinta Enmienda.140 Sin 
embargo, incluir al ISDS cuando los tribunales nacionales 
pueden estar subdesarrollados, sesgados o corruptos, es 
igualmente problemático. ISDS socava más que realza la 
regla del derecho, al proporcionar a los inversionistas una 
estructura legal por separado de aquellas de la cual los 
trabajadores y las comunidades dependen. Esto permite 
a las multinacionales evitar una de las principales des-
ventajas de operar en localidades con sistemas judiciales 
subdesarrollados, mientras que continúan aprovechando 
la mano de obra laxa y ambiental, que con frecuencia 
acompaña la falta de acceso a la justicia.141

La reforma es un sustituto débil para eliminar estas dis-
posiciones dañinas, pero hay propuestas que reducirían el 
daño que causa actualmente el sistema.142 Actualmente, a 
los inversionistas se les otorgan derechos extraordinarios 
pero no las obligaciones correspondientes. Para acceder al 
ISDS, los inversionistas extranjeros deberían estar obligados 
a proteger los derechos fundamentales y demostrar que se 
adhieren a las leyes tanto de su estado de origen como de 
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la localidad donde operan, sobretodo deben comprometerse 
con el proceso político nacional.143 A las personas locales se 
les debe prohibir el uso de subsidiarias para obtener casos. 
Las disposiciones del ISDS deben limitar la recuperación, 
a aquellas situaciones de expropiación real y mantener 
excepciones claras para todas las regulaciones de interés 
público no discriminatorias.144 Una de las soluciones para 
hacer frente a los graves problemas éticos que se producen 
cuando se toman decisiones en las reuniones de personas 
ad hoc que tienen una participación profesional y finan-
ciera en perpetuar el sistema, es la creación de un órgano 
permanente para manejar estas disputas.145 Las audiencias 
y las decisiones deben estar abiertas al público, a las partes 
afectadas se les debe permitir participar en el proceso y 
deferencia debe ser otorgada a la toma de decisiones del 
gobierno, sobre todo cuando el asunto afecte el interés 
público.146 Los panelistas deberían considerar objetivos 
políticos más amplios y colocar los derechos del inversioni-
sta en su contexto, en lugar de hacer una determinación 
limitada basada únicamente en estas preocupaciones. 
Parece poco probable que las reformas moderadas repara-
rán los fracasos arraigados del sistema, sin embargo, sí el 
ISDS continúa, serios cambios sustantivos y estructurales 
deberán llevarse a cabo.

Reformen las disposiciones laborales para 
garantizar mejor aplicación y rendición de 
cuentas 

Los acuerdos comerciales deben incluir 
explícitamente compromisos de apoyo al 
trabajo decente.

Los acuerdos comerciales deben incluir compromisos 
firmes para aumentar el empleo de calidad que permita 
a los trabajadores vivir con dignidad y ser tratados con 
respeto en el lugar de trabajo.

Los acuerdos comerciales deben adoptar los 
convenios fundamentales de la OIT como un 
piso mínimo que todos los países miembros 
deben adherirse con el fin de disfrutar 
de los beneficios comerciales, e incluir 
disposiciones para el fortalecimiento de las 
normas con el tiempo.

La política comercial de Estados Unidos ha dado pasos 
positivos hacia la incorporación de normas fundamen-
tales del trabajo en los acuerdos comerciales. Después 
del TLCAN, los acuerdos comerciales posteriores, evolu-
cionaron para incluir los compromisos laborales con los 
principios fundamentales de la OIT (véase el recuadro de 
abajo).149 

Esto crea una línea de base común, para evitar que los 
países derriben los derechos fundamentales para obtener 
ventajas comerciales.

Los acuerdos comerciales más recientes de Estados 
Unidos (con Perú, Corea, Panamá y Colombia) citan la 
Declaración de la OIT relativa a los Principios y Derechos 
Fundamentales en el Trabajo y su Seguimiento (1998). Sin 
embargo, una mayor claridad resultaría si la redacción 
hiciera referencia a los Convenios principales de la OIT. 

“El trabajo decente,” concepto desarrollado 
en la OIT, se centra en garantizar que todas las 
mujeres y los hombres tengan la oportunidad 
de “obtener trabajo decente y productivo en 
condiciones de libertad, equidad, seguridad 
y dignidad humana.”147 Un programa de 
trabajo decente se centra en la creación 
de oportunidades y la movilidad social, 
garantizando derechos y respeto al trabajo, 
promoviendo un diálogo social a través de 
organizaciones de trabajadores fuertes y 
extendiendo la protección social, incluida la 
de condiciones de trabajo seguro, acceso a la 
atención de cuidados de la salud y licencia por 
paternidad o maternidad, la compensación 
a los trabajadores para contar con suficiente 
tiempo libre y descanso.148

Derechos Fundamentales de la OIT
La mayoría de los acuerdos comerciales de 
Estados Unidos firmados después del 10 de 
mayo del 2007, comprometen a las partes a 
adoptar, mantener y hacer cumplir los derechos 
establecidos en la declaración de la OIT sobre 
los Principios Fundamentales y Derechos en el 
Trabajo y su seguimiento (1998): 
(a)	 La libertad de asociación;
(b) 	El reconocimiento efectivo al derecho de 

negociación colectiva;
(c) 	La eliminación de todas las formas de 

trabajo forzoso u obligatorio;
(d) 	La abolición efectiva del trabajo infantil 

y para efectos del presente acuerdo, la 
prohibición sobre las peores formas de 
trabajo infantil; y

(e) 	La eliminación de la discriminación en 
materia de empleo y ocupación.150
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Mientras que ambos establecen protecciones fundamen-
tales para los trabajadores, los derechos contenidos en los 
Convenios tienen definiciones más claras y jurisprudencia 
asociada para guiar a los tomadores de decisiones.151 Los 
acuerdos comerciales también deben contener compromi-
sos para mejorar y elevar los estándares en el tiempo.

Los acuerdos comerciales deben incluir las 
mismas sanciones comerciales estrictas 
contra violaciones laborales y comerciales, 
como también fechas límite automáticas 
para que avancen las quejas.

Los países que no apliquen los derechos fundamentales 
del trabajo no deben beneficiarse de acuerdos comercia-
les. Las sanciones deben ser las mismas que aquellas dis-
ponibles por violaciones comerciales, lo suficientemente 
sustanciales como para asegurar un cambio significativo 
y para que estén aunadas a los sectores en los que las 
violaciones se estén dando, para fomentar la rendición 
de cuentas e incentivar a empleadores para rectificar los 
problemas. Los exportadores que son cómplices de viola-
ciones también deben enfrentar sanciones.152

El ACLAN no tiene un mecanismo efectivo para imponer 
costos financieros o de otro tipo, sobre violaciones 
sistemáticas o arraigadas sobre los derechos fundamen-
tales. Posteriores acuerdos comerciales han evolucionado 
para incluir la posibilidad de sanciones comerciales. Sin 
embargo, estos mecanismos no han sido debidamente 
probados, ya que ninguna denuncia ha llegado a la fase de 
solución de controversias. Al igual que el TLCAN,153 estos 
acuerdos dependen de la voluntad política de avanzar, lo 
que permite no escalarlos.

Si se deja el proceso de quejas sujeto a consideracio-
nes diplomáticas y políticas, con demasiada frecuencia, 
lleva a resultados largos y burocráticos en lugar de hacia 
un cambio sustantivo. Por ejemplo, una queja en el 2008 
contra Guatemala, bajo el Tratado de Libre Comercio de 
Centroamérica-República Dominicana, detalló graves vio-
laciones de derechos laborales fundamentales, incluida la 
violencia y la represión contra los activistas sindicales, la 
prolongada falta de aplicación de las normas laborales con 
relación a las áreas como, salario mínimo, salud y seguri-
dad, pagos del seguro social y horas extras.154 Siguiendo 
el incumplimiento por parte del gobierno de Guatemala , 
el gobierno de Estados Unidos pidió inicialmente un panel 
arbitral , pero suspendió el procedimiento después de que 
los dos gobiernos desarrollaron un Plan de Acción Laboral 
en conjunto.155 El plan ha resultado ser poco más que una 

táctica dilatoria, mientras que la violencia sistemática , la 
represión y la explotación continúan. El 5 de enero de este 
año, Marlon Dagoberto Vásquez López de 19 años de edad, 
se convirtió en el activista sindical número 65 dentro de 
los asesinados desde 2007.156 Mientras tanto, el gobierno 
de Guatemala y los empleadores sin escrúpulos obtienen 
beneficios comerciales al ignorar los derechos básicos de 
los trabajadores. Tales violaciones persistentes y flagran-
tes deben tener repercusiones tangibles.

Si se continúa incumpliendo, esto debe resultar en un 
escalamiento automático y obligatorio después de trans-
currido cierto tiempo, en vez de tener que basarse en los 
actores gubernamentales para decidir de manera afir-
mativa el escalar el caso. Esto mejoraría la eficacia del 
sistema.

Los acuerdos comerciales deben dirigirse 
a las deficiencias en aplicar normas 
fundamentales de los derechos laborales 
desde el inicio de las negociaciones y exigir 
el cumplimiento antes de la firma.

La adhesión a los derechos fundamentales del trabajo 
debe ser un requerimiento de cualquier socio comercial. 
Las preocupaciones laborales deben ser identificadas y 
tratadas al comienzo de las negociaciones, y los países 
deberían estar obligados a hacer cambios significati-
vos antes de que se firme cualquier acuerdo. Este es el 
enfoque adoptado bajo varias posibilidades comerciales, 
pero por desgracia la actual política estadounidense deja 
a un lado las condiciones laborales hasta el final de las 
negociaciones.157

El incumplimiento se ha abordado a través de iniciativas 
como en el Plan de Acción Laboral de Colombia, un acu-
erdo paralelo diseñado para abordar ese pésimo histo-
rial del país en cuanto a derechos de los trabajadores.158 
Desde 1986, unos 3.000 sindicalistas colombianos han sido 
asesinados. La gran mayoría de estos casos nunca se 
han investigado, y mucho menos han dado lugar a un fallo 
de culpabilidad. Los trabajadores son víctimas de hosti-
gamiento, amenazas y violaciones persistentes al salario 
mínimo, salud y seguridad entre otras normas laborales. 
Los empleadores participan en una serie de prácticas 
engañosas para caracterizar a los trabajadores como 
contratistas independientes para negarles sus derechos 
laborales.159 El Plan de Acción Laboral fue diseñado para 
hacer frente a la informalidad, y aumentar su ejecución 
e inspecciones, pero ha dado lugar a un cambio limitado 
de impunidad arraigada y explotación.160 Esta táctica ha 
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fracasado en producir resultados, no debe ser replicada en 
las negociaciones actuales, con países que cuentan con 
registros cuestionables sobre sus derechos laborales. En 
vez de eso, se debería obligar a los socios comerciales a 
realizar cambios relevantes en las leyes, políticas y prácti-
cas, antes de que los acuerdos entren en vigor.

Los acuerdos comerciales deben incluir 
disposiciones para mejorar el acceso al 
trabajador a mecanismos de quejas y 
asegurar adecuados requerimientos de 
financiamiento y contratación de personal 
para cualquier cuerpo de vigilancia.

El acceso al sistema ACLAN es costoso para los traba-
jadores y organizaciones que no manejan vastos recur-
sos. El mecanismo principal es a través de audiencias 
a nivel del país, que suelen ser procesos interminables 
que requieren una amplia recopilación de información, 
viajes, traducción y otros costos.161 Las audiencias no son 
celebradas cerca del lugar donde se producen las vio-
laciones, sino en lugares arbitrarios determinados por la 
OAN nacional. No existe ningún mecanismo para aplicar 
los costos de participación a los infractores si el reclamo 
es válido. La obtención de pruebas es particularmente 
difícil, sin ningún proceso formal de exhibición. Los acuer-
dos comerciales deben incluir la ubicación específica de 
las audiencias, cambios en honorarios, apoyo financiero 
y exhibición de reglas para que los trabajadores puedan 
acceder al sistema. Las soluciones a quejas ante el ACLAN 
a menudo se negocian a puertas cerradas sin una aport-
ación significativa por parte de las personas más afecta-
das. Los trabajadores y los expertos independientes deben 
incorporarse a las medidas correctivas en lugar de ser 
dejados a un lado.

La financiación de las OAN y él secretariado han sido 
insuficientes desde el principio, pero con el paso de los 
años se han reducido hasta el punto de que la Secre-
taría no está en condiciones para llevar a cabo funcio-
nes básicas. Los acuerdos comerciales deben incluir 
mecanismos adecuados para financiar las importantes 
funciones que estas instituciones llevan a cabo. Esto 
debería ser, junto con estrictos criterios de contratación 
para garantizar el personal independiente y efectivo. El 
secretariado de ACLAN carece de tales disposiciones, 
lo que facilitó realizar nombramientos cuestionables. En 
2004, el director ejecutivo renunció abruptamente, tras las 
revelaciones de que se había inscrito como cabildero en 
Pensilvania, acusado de aplicar gastos de viajes y reunio-
nes que parecían no tener relación con las negociaciones 

de la secretaría y por colocar a amigos y familiares en la 
nómina.162 El contar con obligaciones éticas más estrictas y 
criterios de selección, aumentarían la eficacia y la credi-
bilidad de las organizaciones internacionales diseñadas 
para ejercer las disposiciones laborales en los acuerdos 
comerciales.

Los acuerdos comerciales deben adoptar 
medidas para garantizar la rendición de 
cuentas de la cadena de suministro.

En la actualidad, no existe un mecanismo que ofrezca 
recursos a las víctimas, o sanciones a los empleadores 
privados que de manera rutinaria burlan la ley. Bajo el 
ACLAN, los empleadores involucrados en violaciones, ni 
siquiera están obligados a participar en los procesos.163 Los 
derechos de los inversionistas deben contener responsabi-
lidades consecuentes. Esto debería incluir un compromiso 
para monitorear a las cadenas de suministro, investigar 
violaciones laborales y proporcionar una indemnización 
adecuada, según lo dispuesto en la Guía de Principios 
Rectores sobre las Empresas y Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas.164 De no hacerlo, debería ser objeto de 
impugnación tanto por quien recibe a las corporaciones 
como en su estado de residencia.

Los acuerdos comerciales no deben 
dañar la capacidad de los gobiernos para 
construir políticas públicas informadas, 
bajo el proceso democrático y sensible a 
las necesidades de la comunidad
Los Estados deben ser capaces de orientar los recursos 
públicos para promover el desarrollo local, mejorar las 
normas sociales y premiar a las empresas que se compor-
tan con responsabilidad. Esto significa que las medidas 
de contratación en los acuerdos comerciales no deben 
impedir que los Estados utilicen el poder de compra para 
impulsar sus objetivos de política pública.

Las actuales negociaciones comerciales parecen estar 
a punto de incluir más restricciones similares al TLCAN 
sobre regulaciones del sistema financiero.165 Los acuerdos 
comerciales deben proteger, en lugar de debilitar, la capa-
cidad del gobierno para reaccionar ante crisis económicas 
y garantizar, mercados sostenibles y robustos. 

Según documentos filtrados, el TPPA contiene disposi-
ciones aún más fuertes sobre los derechos de propiedad 
intelectual que el TLCAN,166 incluyendo nuevas formas de 
protección tales como exclusividad en los datos y limita-
ciones en la capacidad de los gobiernos para negociar 
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sobre los precios, la cual aumentará aún más el costo 
de los medicamentos.167 Estas disposiciones deben ser 
modificadas para garantizar medicamentos accesibles. La 
propiedad intelectual debe preservar y proteger el cono-
cimiento de la comunidad, fomentar el crecimiento y la 
innovación.

Los acuerdos comerciales deben aprobar las listas positi-
vas para todos los compromisos para reducir la confusión 
y asegurar que los sectores cubiertos estén determinados 
por un proceso democrático deliberado, y no incluido por 
omisión. Los gobiernos deben conservar la autonomía 
para garantizar el acceso a servicios públicos de calidad 
basado en las necesidades y prioridades de la comunidad.

Los Trabajadores 
y las Comunidades 
Merecen Algo Mejor
El comercio no es un fin en sí mismo, sino un medio para 
mejorar los niveles de vida y promover la prosperidad com-
partida. Desafortunadamente, el legado del TLCAN y las 
políticas comerciales viciadas de Estados Unidos se han 
formado y reflejado en salarios estancados, la disminución 
de estándares sociales y el aumento de la desigualdad. El 
TPPA y otros futuros acuerdos comerciales no tienen que 
repetir los errores de los últimos 20 años. Estas nego-
ciaciones son una oportunidad para construir un modelo 
de comercio inclusivo y sostenible.
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